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1.- vistos 

Procede la Sala a desatar el  recurso de apelación interpuesto por el apoderado del interno JHON GEIMAR HERRERA RÍOS, contra el auto interlocutorio proferido el treinta (30) de marzo del corriente año, por medio del cual el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad le negó el permiso para laborar fuera del sitio donde cumple prisión domiciliaria.

2.- PROVIDENCIA 

Luego de analizar la solicitud referida a un permiso para salir de su residencia con el propósito de trabajar como conductor de taxi, el señor Juez de primera instancia despachó desfavorablemente las súplicas porque no obstante encontrarse en su casa localizada en el municipio vallecaucano de Jamundí, descontando su pena, el interesado sufría las mismas limitaciones que tendría si permaneciera en la cárcel. 
Dijo que así se desprendía del análisis de varias normas, como por ejemplo, la contemplada en el artículo 8 del Decreto 2636 de 2004, que introdujo el artículo 29A a la Ley 65 de 1993, donde se establecieron las medidas a cargo del INPEC para la vigilancia de los penados que disfrutaban de prisión domiciliaria, lo cual indica que la salida en estos casos es excepcional y por aspectos de especial urgencia como aquellos relacionados con la salud o la vida.
Para llegar a esa conclusión, también tuvo en cuenta el conociente que por virtud de las normas del sistema acusatorio Colombiano -que podrían aplicarse al resultar más válidas, siempre y cuando no se resquebrajen instituciones propias de tal modelo procesal-, existía la posibilidad de trabajo fuera del domicilio donde se descontaba la pena; situación que se desprende del artículo 314 de la Ley 906 de 204 en su numeral 5º y del artículo 461, aplicables a los penados. Sin embargo, el señor HERRERA RÍOS, no reunía las calidades para ser considerado padre cabeza de familia y, por tanto, tal codificación tampoco lo cobijaba.

3.- RECURSO

El apoderado expresó su inconformidad con la decisión tomada, en especial por cuanto no se tomaron en consideración los argumentos presentados en la solicitud, en especial, lo referido con el concepto del Juez de Ejecución de Penas en cuanto al desempeño personal, familiar, personal y familiar del penado que había sido bueno, sin reiterar el actuar delictivo; por el contrario, se había dedicado a laborar honradamente y a cambiar de actitud.

Afirma que tal criterio, por provenir de una autoridad judicial debía ser valorado adecuadamente. De otro lado, dice no compartir lo vertido en la providencia impugnada, en cuanto la prisión domiciliaria como sustituta de la detención intramural implica la restricción de la libertad de locomoción, empero, acude a aquellas eventualidades en las cuales se puede laborar, como la consagrada en el artículo 5 de la Ley 750 de 2002, dado que la esposa del interno y madre de su hijo, padece grave enfermedad -soplo cardíaco- la que comporta mucho reposo y cuidados especiales, por lo cual es asistida y valorada periódicamente en institución hospitalaria de Jamundí (Valle del Cauca).
Hace referencia a  la posibilidad de que un familiar le facilite un vehículo taxi para que atienda sus necesidades personales y familiares, así como al artículo 25 constitucional -derecho al trabajo- para solicitar la revocatoria de la decisión para que en su defecto se otorgue el permiso para trabajar por espacio de ocho (8) horas, desde las 8:00 a.m. hasta las 4:00 p.m.
4.-  SE CONSIDERA 

La prisión domiciliaria constituye un mecanismo paralelo a la privación intramuros para sancionar las conductas delictivas, pero sólo puede aplicarse a excepcionales casos en los que -aparte de los requisitos procesales- las condiciones familiares y personales del procesado permiten inferir que no se pondrá en peligro a la comunidad. 

Ese paralelismo se puede predicar porque ambas figuras exigen la limitación a la posibilidad de deambular libremente, lo que varía es la  laxitud que la prisión domiciliaria presenta frente a la reclusión en un centro especializado y la enorme ventaja de descontarse la pena rodeado del núcleo familiar.
Infortunadamente para los intereses del sentenciado, debemos decir que es consustancial a la concesión de la casa por cárcel, la continuación de la restricción sobre la libertad de locomoción, porque en caso contrario la medida perdería su razón de ser, amén del mensaje negativo para los integrantes de la comunidad, que no verían apropiado que quien descuenta una pena deambule libremente por las calles, en especial en una profesión como la de conductor de taxi.

La conducta desplegada por el interno y a la cual hace referencia el abogado impugnante, ya se fue tenida en consideración por el Juez ejecutor de penas, quien precisamente en atención a ella, otorgó el beneficio de la prisión domiciliaria. Empero, ello no puede significar que el mismo concepto sea aplicado también para conceder de manera paralela la autorización para que el condenado abandone libremente su lugar de reclusión como ahora se pretende. De todas maneras, si bien se hace alusión a una posible calidad de padre cabeza de familia del señor HERRERA RÍOS, la misma no puede ser aceptada, por cuanto el menor hijo de la pareja, no está exclusivamente bajo el cuidado y protección del sentenciado, dado que cuenta con su señora madre, quien como se consignó en la visita social familiar practicada, labora tres (3) días a la semana en la Funeraria Remansos de Paz como conserje (Fl. 115), con lo cual se desvirtúa lo afirmado en la sustentación del recurso sobre el calamitoso estado de salud de la señora ARGENIS GALLEGO, puesto que si bien puede presentar problemas médicos, se colige que ellos no le impiden desempeñarse libremente tanto dentro como fuera de su hogar. 
A lo que si puede acudir el señor JHON GEIMAR, es a adelantar labores en el seno de su hogar, con lo cual podría ayudar a paliar los gastos de sostenimiento generados por su núcleo familiar.

Corolario de lo expuesto, procede la confirmación del proveído apelado.
5.- DECISIÓN  

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA  el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito, que fuera objeto de apelación. 

CÓPIESE, COMUNÍQUESE Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE     

 ALBERTO POVEDA  PERDOMO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala 
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